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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado  Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 

              En incidencia surgida en el juicio por diferencia en el pago de prestaciones sociales, iniciado ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, por la ciudadana CRUZ ELIZABETH CASTILLO, representada judicialmente por los abogados Domingo Naranjo Malaspina, José Rafael Naranjo, Blanca Camacho, María Auxiliadora Ortega Machez, José Gregorio Palomo y Navy Castillo Ojeda, contra la compañía anónima ELECTRICIDAD DEL CENTRO (ELECENTRO), representada por las abogadas Darcy Bastidas Araujo, Annelise Morillo, Liliam García, Olga Rodríguez, Teresa Nespeca, María Eugenia Carpio, Fátima Rodríguez y Carvi Pinto,  el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Trabajo, Menores y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, dictó  decisión el 23 de septiembre de 1999, mediante la cual declaró sin lugar la apelación formulada por la abogada María Auxiliadora Ortega Machez, apoderada judicial de la actora, ciudadana  Cruz Elizabeth Castillo, contra el auto del  juzgador de primera instancia de fecha 10 de febrero de 1998, dictado en ejecución de sentencia.

 

              Contra la referida decisión del Juzgado Superior, anunció recurso de casación la apoderada judicial de la parte actora, el cual una vez admitido fue formalizado, no hubo impugnación.

 

              Recibidas las actuaciones en fecha 6 de junio de 2000 por esta Sala de Casación Social, se dio cuenta en Sala en fecha 14 de junio de 2000, designándose ponente al Magistrado Alberto Martini Urdaneta  quien con tal carácter suscribe el presente fallo, previas las siguientes considera-ciones:

ÚNICO

 


Como ya lo ha establecido este Máximo Tribunal en innumerables fallos, corresponde a la Sala pronunciarse, en definitiva, sobre la admisibilidad del recurso de casación, no obstante lo que al respecto hubiere resuelto el Tribunal Superior.

 

              La decisión  contra la cual se recurre  fue dictada estando la causa en ejecución de sentencia, por lo que sólo es admisible el recurso de casación si encuadra en alguno de los supuestos de excepción previstos en el ordinal 3º del artículo 312 del Código de Procedimiento Civil, es decir: a) Si es de aquéllas que resuelven puntos esenciales no controvertidos en el juicio ni decididos en él y b) Si es de  aquéllas que proveen contra lo ejecutoriado o lo modifican de manera sustancial. De manera que si el auto o providencia jurisdiccional dictado en ejecución de sentencia no puede ser subsumido en alguno de los supuestos arriba indicados, tales decisiones no tendrán acceso a casación.

              Establecido lo anterior,  seguidamente pasa  la Sala a examinar el caso sub-litis, lo cual hará con detalle :

              El presente juicio se inició  en fecha 30 de octubre de 1995 por demanda incoada por la ciudadana Cruz Elizabeth Castillo  contra la empresa C.A. Electricidad del Centro (ELECENTRO) por concepto de complemento de prestaciones sociales y daños y perjuicios  derivados  del despido. La acción fue declarada prescrita  y en consecuencia, sin lugar  la demanda, según sentencia  de  fecha 04 de octubre de 1996 del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua; contra la mencionada sentencia la parte perdidosa ejerce recurso ordinario de apelación,  por lo que en fecha 17 de julio de 1997 el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua declaró  con lugar la apelación  y parcialmente con lugar la demanda, condenando a la empresa demandada a pagar la suma  de  Bs. 1.508.556,52  por complemento  de  prestaciones sociales, pero declarando improcedente el pago de Bs. 32.407.452,00 por los pretendidos daños y perjuicios reclamados.

              En fecha 23 de julio de 1997 la apoderada de la parte actora solicita aclaratoria de la sentencia por cuanto en el fallo del superior  no se acordó la indexación de la suma condenada a pagar. El Juzgado Superior en fecha 28 de julio de 1997 considera que le está impedido, por vía de aclaratoria, revisar sus propias decisiones.

 

              Contra el fallo del Juzgado Superior anuncia recurso de casación la apoderada judicial  de la demandada, más no así los de la parte actora, quienes se conformaron con el fallo.

 

               El recurso de casación anunciado por la demandada no fue formalizado, por lo que  el 17 de diciembre de 1997 la Sala de Casación Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia dictó un auto mediante el cual se declara la perención del recurso, ordenando la remisión del expediente al Tribunal de la causa donde la apoderada actora solicita la ejecución de la sentencia  de fecha 17 de julio de 1997 por haber quedado definitivamente firme y  “la aplicación del Método de Indexación Monetaria” (sic).

 

              Mediante auto de fecha 10 de febrero de 1998 el Tribunal de la causa,  con fundamento en el artículo 524 del Código de Procedimiento Civil ordena la ejecución de la sentencia pero niega el pedimento de indexación monetaria, por cuanto considera que el mismo no fue acordado por el Tribunal de alzada.

 

              Esta decisión fue apelada por la parte actora, fue oída libremente  y en fecha 23 de septiembre de  1999 el Juzgado Superior decidió en los siguientes términos:

 

“Así las cosas, se observa que en el asunto que nos ocupa, la decisión definitiva no puede reformarse o revocarse, salvo que se trate de aclarar puntos dudosos, salvar omisiones y rectificar los errores de copia, de referencias o cálculos, aclaratoria que fue negado (sic) en su oportunidad, con lo cual cesaron los poderes de éste tribunal para juzgar sobre el asunto, imponiéndose la máxima romana ‘lata sententia judex desinit esse judex’, es decir, el Juez deja de serlo tan luego como sentencia. Por lo demás, lo decidido adquirió la cualidad de cosa juzgada, lo que impone que el órgano jurisdiccional no puede volver a fallar sobre lo ya sentenciado, que como bien asienta el procesalista colombiano Hernando Devis Echandía, respecto de la cosa juzgada, ‘significa que una vez decidido, con las formalidades legales, un litigio entre determinadas partes, éstas deben acatar la resolución que le pone término sin que le sea permitido plantearlo de nuevo. De lo contrario , la incertidumbre reinaría en la vida jurídica y la función del Juez se limitaría a la de un buen componedor’. ‘El proceso estaría siempre sujeto a revisión o modificación, lo que haría imposible la vida jurídica’. De modo pues, que conforme a éste criterio, las sentencias sólo pueden ser atacadas en la forma y por los medios que la Ley consagra para impugnarlas. El recurso de casación es uno de estos medios, y como se dijo antes, la accionante (sic) recurrió en casación de la negativa de éste Superior Tribunal que mediante aclaratoria solicitada, negó el pedimento de inde-xación.

 

De manera, que si bien nada obsta para que oficiosamente se pueda ordenar la indexación del monto demandado, no hay duda alguna que éste Tribunal en su oportunidad negó en forma expresa la citada corrección monetaria, y al quedar definitivamente firme lo decidido, forzoso es declarar que no hay materia sobre que decidir y como consecuencia de ello, la apelación propuesta contra el auto de fecha 10 de febrero de 1.998 dictado por el Tribunal de la causa en ejecución de sentencia debe sucumbir.

 

En mérito de las razones que preceden,  éste Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Estabilidad Laboral del Estado Aragua, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que en el presente asunto no hay materia sobre que decidir. En consecuencia, se declara sin lugar la apelación formulada por la abogado María Auxiliadora Ortega Machez, apoderada de la actora, ciudadana Cruz Elizabeth Castillo, contra el auto del 10 de febrero de 1.998, dictado en ejecución de sentencia por el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de ésta Circunscripción Judicial, en el juicio que por prestaciones sociales interpuso contra Electricidad del Centro (Elecentro), filial de la Compañía Anónima de Administración y Fomento Eléctrico (Cadafe)”.    

 

              Una vez realizado el análisis que antecede , estima esta Sala que en el presente caso no se cumplen los extremos requeridos para que el auto dictado en ejecución de sentencia,   tenga acceso a casación . En efecto, en  la decisión del Juzgado Superior del 23 de septiembre de 1999, no se resuelve ningún punto esencial que no hubiese sido controvertido en el juicio, ni decidido en él, ni  provee contra lo ejecutoriado ni lo modifica de manera sustancial, únicas excepciones que podrían dar entrada a la revisión por el Tribunal Supremo de Justicia; por el contrario, mantiene incólume lo ejecutoriado respetando el contenido y alcance del dispositivo de la sentencia. Al respecto, la Jurispru-dencia de este Alto Tribunal y que esta Sala reitera,  ha considerado que si bien en materia laboral la indexación  monetaria procede de oficio, la misma debe acordarse en el fallo, no en la etapa de su ejecución. En tal sentido se pronunció la Sala de Casación Civil en sentencia del 4 de agosto de 1999 al establecer:

 

“.... Esta Sala  en criterio reiterado y pacífico, ha sostenido que la indexación monetaria en materia laboral, procede aún oficio, es decir, aún cuando las partes dentro de la litis no realicen alegato alguno al respecto; sin embargo esta indexación deberá acordarse al momento de dictarse el fallo correspondiente, por ser ésta la oportunidad a tal fin, por lo que, la actuación cuestionada en tal sentido, subvierte el orden procesal establecido, al violentar el principio general de la cosa juzgada que regula nuestro ordenamiento positivo…”. 

 

 


Observa esta Sala que la parte actora tuvo la oportunidad de ejercer  el  recurso de casación contra la sentencia del Tribunal de alzada de fecha 17 de julio de 1997, que silencia la indexación monetaria, y no lo hizo, conformándose entonces con el dispositivo de ese fallo, pues en su defecto solamente solicitó la aclaratoria del fallo, pretendiendo que por esa vía  el Tribunal Superior incluyera la corrección monetaria, lo cual le fue negado mediante auto de fecha 28 de julio de 1997.     

              Es de señalar que permitir el acceso a la casación de cualquier pronunciamiento que se produzca en etapa de  ejecución de sentencia, sería desnaturalizar al recurso extraordinario, que solo se concede, salvo los casos excepcionales arriba indicados, para impugnar la sentencia de última instancia que ponga fin al juicio, es decir , aquella decisión que de quedar definitivamente firme, sería la que se va a ejecutar. Así se decide.

 

DECISIÓN

 

               En fuerza de las razones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, adminis-trando Justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara: INADMISIBLE el recurso de casación anunciado contra el auto de fecha 23 de septiembre de 1999 dictada por el Tribunal Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito Trabajo y Menores de la circunscripción Judicial del Estado Aragua, con sede en la ciudad de Maracay.

 

              No hay condenatoria en costas dada la naturaleza de la decisión.

 

              Publíquese y regístrese. Remítase directamente el expediente al Tribunal de la causa, Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo y  Estabilidad Laboral  de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua. Particípese esta remisión al Juzgado Superior de origen, ya mencionado, todo de conformidad con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  veintiocho  (28)  días  del mes de septiembre   dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

_________________________
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______________________
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ALBERTO MARTINI URDANETA

 

 

La Secretaria,

 

 

___________________

BIRMA I. DE ROMERO

RC Nº 00-294
 

 

